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Poder Judicial de la Nación. 2010 Año del Bicentenario
SENTENCIA N°     92400       CAUSA N° 26.526/09 “MOM  C/ TAXIS DE BS. A.S. SRL S/ DESPIDO”. JUZGADO N° 76.- 

En la ciudad de Buenos Aires, capital de la República Argentina, a 
   30/11/10                    , reunidos en la Sala de Acuerdos los señores miembros integrantes de este Tribunal, a fin de considerar el recurso deducido contra la sentencia apelada, se procede a oír las opiniones de los presentes en el orden de sorteo practicado al efecto, resultando así la siguiente exposición de fundamentos y votación:

El Dr. Miguel Ángel Maza dijo:

I.- La parte actora se alza contra la sentencia de la instancia anterior, que rechaza las pretensiones deducidas en el inicio, en los términos del memorial de fs. 234/235, que recibió réplica a fs. 237/238. Por su parte, la perito contadora apela sus honorarios por considerarlos reducidos (fs. 229). 
II.- El accionante se queja porque entiende que el sentenciante, sobre la base una errónea apreciación de los hechos y de las pruebas producidas en la causa, concluyó que la demandada logró acreditar las causas que se invocaron para despedir al trabajador, a pesar de que –según expresa- la correcta valoración de la prueba testimonial, lleva a la conclusión contraria. Cuestiona también la decisión del magistrado relativa al rechazo de la entrega del certificado de trabajo y la imposición de costas. 

Considero que la queja no se encuentra asistida de razón.
El accionante en el escrito de inicio sostuvo que ingresó a trabajar el 5/12/06 como chofer permanente de taxis y que percibió una remuneración mensual de $1.422; que se vio obligado a firmar recibos en blanco y que el 16/7/07 recibió una carta documento en la que la demandada lo intimaba a rendir la suma de $380, en concepto de recaudación, para lo cual se le otorgó un plazo de 15 días, además de imputarle las ausencias de los días 12 y 3 del mes de julio de 2007. Sostiene que el 18/7/07 contestó dicha intimación y manifestó que los días 10 y 11 de julio había desabastecimiento de GNC en las estaciones de servicio y el automóvil que manejaba no se encontraba equipado con el respectivo equipo de nafta, por lo que le resultaba imposible hacer frente a la jornada laboral. Indica que debía abonar por día la suma de $135, por lo que debía obtener una recaudación no menor da $500 para obtener algún beneficio, aunque sea mínimo. A su vez, afirmó que el 14/7/07 se presentó a trabajar pero se le informó que el automóvil que normalmente utilizaba había sido otorgado a otro chofer y no se le permitió, otra vez, cumplir con su jornada laboral. Indicó que la instigación y persecución ideológica siguió, pues recibió cartas documentos con apercibimientos donde se le imputaba haberse negado a prestar servicios y que luego se le atribuyeron diversos hechos tales como haber chocado el vehículo o conducir salvajemente. Asimismo, sostuvo que sufrió un accidente automovilístico con un colectivo de la línea 59, interno 61, colisionando por exclusiva culpa del colectivero y que debido a ello el 13/9/07 fue intervenido quirúrgicamente en una de sus piernas, operación que fue comunicada con 15 días de anticipación, que el médico ordenó reposo absoluto por 3 días y que no obstante ello, la empleadora le remitió una carta documento a fin de que se presente a trabajar en el término de 48 hs. Invocó que la empresa demandada nunca realizó el control médico ni solicitó informe alguno, así el 12/10/07 se reincorporó al trabajo por alta médica. Señaló también que el 23/10/07 remitió telegrama a la empresa porque desde el 18/10/07 la unidad que se le entregó se encontraba en pésimas condiciones, sin embargo el 20/10/07 la demandada vuelve a entregarle una unidad en malas condiciones. Manifestó que el ambiente laboral continuó hostil y que el 24/10/07 recibió otra sanción por negarse a trabajar el 22/10/07. A su vez, indicó que el 23/10/07 fue llamado por el encargado, Sr. Sosa, quien le informó que debía firmar los recibos de sueldo de los meses de agosto y septiembre. En ese momento se presentó el dueño de la empresa, quien le dijo que si no firmaba no le darían unidad alguna para trabajar. Finalmente, como consecuencia de las cartas documentos remitidas por la empleadora, en las que le informaron el despido, el 9/11/07 remitió un telegrama a su empleador informándole que él se consideraba despedido sin causa (fs. 5/9).
Por su parte, la demandada en el escrito de responde negó todos los hechos expuestos en la demanda y sostuvo que el 20/3/07 sancionó al actor con una suspensión por retención indebida de recaudación, medida que –según indicó- no fue cuestionada. Afirmó que el 14/7/07, nuevamente con ese antecedente, intimó al actor a rendir cuentas por la recaudación retenida ($380) y a justificar inasistencias, que era la segunda vez que el actor retenía la recaudación, conducta que el Convenio Colectivo 436/06 que rige la actividad define como grave. Por otra parte, sostuvo que el 10/9/07 el actor incumplió su obligación al dejar el auto antes de tiempo y con el paragolpes desprendido, que nunca le informó de la intervención quirúrgica que dijo haber tenido y que el día 22/10/07 se presentó a su puesto de trabajo pero se negó a desempeñar las tareas bajo pretexto de mal funcionamiento del auto, por el cual fue amonestado. Indica que el 23/10/07 no se presentó a trabajar, por lo que fue suspendido cuatro días, debiendo reincorporarse el día 25/10/07, y ante su incumplimiento fue despedido el 29/10/07 (ver fs. 65/69).
En tal sentido, llega firme a esta alzada que la demandada despidió al actor mediante la carta documento del 26/10/07, redactado en los siguientes términos: “…haciendo efectivo el apercibimiento dispuesto en misiva CD 90957922 4, en cuanto a que debía reincorporarse en fecha 25 de octubre de 2007 en su horario habitual de trabajo a tomar tareas y no haberlo hecho, sumado a sus inconductas que merecieron sanciones conforme cd 90970245 6, cd de Correo Argentino, oblea cd 083149 y 083150 (Gestión Postal SRL), cd 88562083 0, correo Argentino, cd 88393130 4 y cd 891581273 queda ud. despedido su exclusiva culpa…” (ver fs. 22).

Conviene recordar que, en los términos del art. 242 de la LCT, la injuria laboral consiste en todo acto u omisión en que puede incurrir una de las partes del contrato de trabajo y siempre que se trate de una inobservancia a sus obligaciones de tal gravedad que no permita la prosecución de la relación (cfr. art. 377 del CPCCN).

Al respecto, el testigo Machado manifestó que conoce a la demandada porque es empleado de la empresa desde el año 2005, que el actor trabajó para la demandada desde el año 2006 hasta el 2007, que el dicente trabajaba como empleado encargado de recibir las recaudaciones de los chóferes, que uno de los problemas que había con el actor era que era muy faltador y que se ausentaba sin avisar, que hay otros chóferes que avisan que tienen un problema pero en el caso del actor no tenían comunicación, que cuando no iba no se sabía el motivo, que antes de irse hubo otro problemita, que dejó sin pagar dos o tres recaudaciones habiendo trabajado el día, que el actor era chofer de los taxis de la demandada, que lo sabe por trabajar en la empresa y de encargarse de la recaudación de los chóferes, que el actor era muy faltador porque los chóferes tienen que ir todos los días a tomar servicios, que tenía que tomar el servicio en Paraguay y Rodríguez Peña (estación de combustible YPF) a las 19 horas y ahí era cuando quedaba el coche parado cuando el actor faltaba sin aviso, que no recuerda en cuántas oportunidades ocurrió esto, pero fueron varias, que se ausentó cerca de su finalización, por el mes de marzo o abril de 2007, que sabe que el actor antes de irse dejó de pagar dos o tres recaudaciones porque le debía rendir al dicente, al igual que todos los demás chóferes (ver fs. 194/196). Por su parte, Sosa, quien dijo trabajar en la demandada desde el año 2003 como taxista y que es delegado gremial del Sindicato de Peones de Taxis de la CABA también desde ese año, afirmó que recuerda que actor tenía algunos problemitas en la empresa, que se refiere a cuando el actor faltaba, cuando no quería trabajar, que no quería salir con el coche porque decía que no estaba en condiciones, que también tuvo problemas por recaudación y el dicente siempre tenía que estar intercediendo entre la empresa y el actor, obviamente porque el dicente es delegado y tenía que estar, que el actor faltaba porque se lo decía la parte administrativa de la empresa, que el actor no quería trabajar, que no quería hacer la toma de trabajo porque decía que el coche no estaba en condiciones y se lo iba a decir al dicente, cuando el coche sí estaba en condiciones y si no estaba ese coche en condiciones había coches muletos para que salga a trabajar, como todas las empresas, entonces el dicente le decía que el coche estaba en condiciones para trabajar, que el dicente no sabe en qué punto lo veía el actor que no estaba en condiciones, que el dicente estaba en la empresa cuando el actor decía que no quería trabajar, en el lugar donde se hacía el relevo, que recuerda que esto ocurrió en varias oportunidades, que no recuerda exactamente pero fueron varias las veces las que el dicente tuvo que hablar por el actor con la parte administrativa de la empresa, que cuando habló de los problemas del actor con la recaudación, se refería a que cuando faltó el actor dijeron que ese día no había pagado, que el actor quedó debiendo algo de palta por ese lapso que estaba trabajando, que de esto el dicente se enteró porque la parte administrativa de la empresa le informó que debía una parte de la recaudación y por eso el dicente tenía que interceder, que en estos casos el dicente tuvo que interceder para poder hacer que el actor salga a trabajar, obligarlo a pagar antes de que el actor salga a trabajar, por lo que el dicente debía interceder para que le dieran el vehículo al actor para que pueda trabajar, porque es una actividad en la que se vive día a día, que el mayor problema era que el actor se presentaba y no quería salir a trabajar, o quizás se presentaba, salía un rato y dejaba el coche, entonces se generaba una deuda, que no recuerda qué medidas tomó la demandada respecto de esto, pero sabe que la demandada le mandó unos telegramas para que se reincorpore porque el actor no iba, pero ya de ello se encargó la parte administrativa  de la empresa (ver fs. 197/200). 
Reconozco plena eficacia convictiva a estos testimonios, pues son concordantes y los deponentes dieron suficiente razón de sus dichos, ya que tomaron conocimiento directo de los hechos en cuestión, quienes fueron compañeros de trabajo y, para más, no fueron cuestionados en cuanto a su veracidad en el momento procesal oportuno (cfr. arts. 386 y 456 del CPCCN y art. 90 de la ley 18345).

Coincido con el sentenciante en que si bien es cierto que el actor fue intervenido quirúrgicamente el 13/9/07 (conf. historia clínica que obra a fs. 186/187) y debió guardar reposo 30 días, lo cierto es que su comportamiento anterior y posterior a la intervención, acreditado por la prueba testimonial referida –insisto no cuestionada, aparece justificado el despido decidido por la empleadora, por lo que resulta irrelevante la circunstancia de que demandada no exhibiera al perito contador planillas ni registro de horarios (conf. arts. 163, inc. 5, y 386 del CPCCN).
El apelante no controvierte estos sustanciales razonamientos del Sr. Juez de grado, que lo llevaron a concluir que las ausencias injustificadas y reiteradas del actor, así como las retenciones indebidas de recaudaciones y la negativa de retomar sus servicios bajo el pretexto –según invocó el actor- de mal funcionamiento del auto (no acreditado en autos), configuraron una transgresión grave al deber de prestación, ya que de las pruebas aportadas en la causa, resulta demostrado que la empresa adoptó correcciones en forma progresiva que fueron, de la simple notificación para que justifique las inasistencias y reintegrara las sumas indebidamente retenidas (fs. 166, 167 vta., 168 vta., 169 vta., 170), para luego continuar con las suspensión ante las siguientes faltas del actor, así como a la amonestación (fs. 164 vta. y 170), lo que no permite concluir que la empleadora hubiera consentido el comportamiento irregular del trabajador. En consecuencia, la notificación de despido cursada por la empleadora el 26/10/07 resulta ajustada a los principios de progresividad y proporcionalidad, ya que la empresa exhibió un proceder invariable, enderezado a corregir la actitud impropia del accionante. En consecuencia, propongo confirmar la sentencia en este punto.
III.- Los argumentos del quejoso respecto de la pretensión de la indemnización prevista en el art. 80 de la LCT, no pueden ser considerados por este tribunal, pues tales cuestiones no fueron  puestos a consideración del Sr. Juez de grado, ya que solo se limitó a solicitar que se intime a la demandada a que acompañe dichos certificados consignando expresamente la fecha de ingreso y el verdadero sueldo percibido, bajo apercibimiento de que se le apliquen astreintes y que se comunique a los organismos de control (ver fs. 8 vta. punto IV y liquidación de fs. 9; arg. art. 277 CPCCN)

IV.- No encuentro motivo que justifique apartarse del principio general de la derrota consagrado por el art. 68 del CPCCN, por ello propicio confirmar la imposición de costas de primera instancia e imponer las de alzada al actor.

V.- En atención al valor económico de la contienda, al mérito y extensión de las tareas desarrolladas por la perito contadora, y a lo dispuesto en los arts. 3 del dec. ley 16638/57, 38 y 40 de la ley 18345 y demás normas arancelarias vigentes, los honorarios fijados en la instancia anterior resultan exiguos, por lo que propongo elevarlos a la suma de $900. 

Propongo regular los emolumentos de los letrados intervinientes ante esta alzada en un 25% a calcular sobre lo que en definitiva les corresponda a cada uno por sus labores ante la instancia anterior (art. 14 de la ley 21839).

En relación con la adición del IVA a los honorarios regulados, esta Sala ha decidido en la Sentencia Nro. 65.569 del 27 de septiembre de 1993 en autos “Quiroga, Rodolfo c/Autolatina Argentina S.A. s/ accidente-ley 9688”, que el impuesto al valor agregado es indirecto y por lo tanto grava el consumo y no la ganancia, por lo que debe calcularse su porcentaje que estará a cargo de quien debe retribuir la labor profesional. En el mismo sentido se ha pronunciado la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa “Compañía General de Combustibles S.A. s/recurso de apelación” (C.181 XXIV del 16 de junio de 1993) sosteniendo “que no admitir que el importe del impuesto al valor agregado integre las costas del juicio –adicionárselo a los honorarios regulados- implicaría desnaturalizar la aplicación del referido tributo, pues la gabela incidiría directamente sobre la renta del profesional, en oposición al modo como el legislador concibió el funcionamiento del impuesto”. Atento lo expuesto, en caso de tratarse de responsables inscriptos, deberá adicionarse a las sumas fijadas en concepto de honorarios de los profesionales actuantes en autos el impuesto al valor agregado que estará a cargo de quien debe retribuir la labor profesional.

VI.- En consecuencia, voto por: 1.- Confirmar la sentencia de primera instancia en lo principal que decide; 2.- Modificarla parcialmente en el sentido de elevar los honorarios de la perito contadora interviniente a la suma de $900.; 3.- Imponer las costas de alzada al actor vencido; 4.- Regular los honorarios de los letrados intervinientes ante esta alzada en el 25% de las sumas que en definitiva les corresponda percibir a cada uno por la totalidad de lo actuado en la instancia anterior, con más el impuesto al valor agregado.
El doctor Álvaro E. Balestrini dijo:

           Que adhiere al voto que antecede por compartir sus fundamentos.

Por lo tanto, el Tribunal RESUELVE: 1.- Confirmar la sentencia de primera instancia en lo principal que decide; 2.- Modificarla parcialmente en el sentido de elevar los honorarios de la perito contadora interviniente a la suma de $900.; 3.- Imponer las costas de alzada al actor vencido; 4.- Regular los honorarios de los letrados intervinientes ante esta alzada en el 25% de las sumas que en definitiva les corresponda percibir a cada uno por la totalidad de lo actuado en la instancia anterior, con más el impuesto al valor agregado.

          Regístrese, notifíquese y oportunamente devuélvase.
              Álvaro E. Balestrini                 Miguel Ángel Maza

                Juez de Cámara                       Juez de Cámara

ante mí:                Leonardo G. Bloise

      


     Secretario
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